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Resumen

Las Cooperativas Sociales, en tanto política social que combina trabajo protegido con autogestión, enfrenta múltiples nudos críticos y desafíos: llevar  adelante un modo alternativo de organización del trabajo, estando inmersas en el modo que asume el sistema capitalista en la hipermodernidad actual, en el marco de un reconfigurado papel del Estado, que retoma la matriz de protección y bienestar, junto a programas de asistencia focalizada.


Operan como obstáculos las condiciones materiales de existencia, el legado sociohistórico, las lógicas institucionales y sus propias biografías. Pero es en el tránsito por la experiencia donde radica la potencialidad de aprendizaje y acontece el despliegue de sentidos. El imaginario y las representaciones sociales ofrecen recursos para la interpretación, pero no mandatos o directivas absolutas, que anulen la emergencia de los principios de la economía social y solidaria y del cooperativismo como movimientos instituyentes.
Descriptores
Cooperativas Sociales /políticas sociales/autogestión

Introducción

La polarización y fragmentación que caracterizan el momento socio-histórico actual, se expresan en la segmentación del mundo del trabajo, a través de una zona de integración en la que prevalecen determinados rubros de actividad, cierto tipo de ocupaciones y formas organización del trabajo enmarcadas en el paradigma managerial; mientras que para otros, predominan las restricciones a la empleabilidad, los bajos ingresos, la informalidad y la precariedad, donde conviven los viejos y los nuevos riesgos laborales.


Si bien en los últimos años en la región, la tasa de desempleo, ha ido disminuyendo hasta llegar a cifras históricamente bajas, las dificultades de inserción laboral y las deficitarias condiciones de trabajo, operan principalmente sobre la población en situación de pobreza, afectada por múltiples vulnerabilidades. Es en este sentido que, en el marco de un reconfigurado papel del Estado, luego de la crisis y del pos-consenso de Washington, se reconstruye y elabora una nueva matriz de protección social del Uruguay, que plasma el alejamiento de la concepción neoliberal del rol el Estado.


 Consistente con lo antedicho, la Dirección Nacional de Evaluación y Monitoreo del  Ministerio de Desarrollo Social, presenta en 2012, un mapeo del conjunto de las políticas públicas que se llevan adelante en el área de la salud, la educación, el trabajo y empleo, la seguridad social, la vivienda, la alimentación, la participación social y la cultura; distinguiéndose entre las políticas dirigidas a toda la población, de las que se disponen para la población en situación de pobreza y vulnerabilidad, respecto de las destinadas a la población en situación de indigencia y/o en situación de especial vulneración de derechos.  


Deteniéndonos en la Categoría de Trabajo y Empleo se observa que en las políticas públicas destinadas a toda la población, son instrumentadas por los organismos que  tradicionalmente se ocuparon de las políticas bienestar y protección social universales y vinculadas al trabajo, -Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Banco de Previsión Social-, destacándose la restauración de los Consejos de Salarios, la promoción de la formalización del trabajo y de capacitación con vistas a mejorar las condiciones de empleabilidad. Mientras que las políticas sociales focalizadas hacia la población en situación de pobreza y vulnerabilidad, se ubican en el área sociolaboral del MIDES, a través de la ejecución de programas, tales como Uruguay Trabaja, Desarrollo Local, Monotributo Social, Uruguay Clasifica, Nexo, y Cooperativas Sociales, en todos ellos se impulsa la capacitación, pero fundamentalmente se  resalta el objetivo de promoción de emprendimientos, o sea se fomentan las ocupaciones autogeneradas.   

En el marco de la Hipermodernidad (Araujo, 2013), en las sociedades del riesgo y la era del ascenso de las incertidumbres, estar inserto en el mundo del trabajo a través de una ocupación autogenerada individualmente puede ser celebrado como desafío y oportunidad para aquellos sujetos que se encuentran en la zona de integración o polo promocional (Castel, 2002, De Gaulejac, 2013); pero la población en situación de pobreza y vulnerabilidad, cuya inserción laboral se hace efectiva a través de una ocupación autogenerada individualmente – trabajador por cuenta propia, autónomo, independiente o unipersonal- ve acentuada la vulnerabilidad debido a la flexibilidad en la remuneración, la ausencia de seguridad social, el aislamiento, la sobrecarga de tareas y responsabilidades; así como también se fragilizan los vínculos, inhabilitando la emergencia de sujetos colectivos.


Los emprendimientos colectivos, por otro lado, aparecen como una alternativa frente al aislamiento y la vulnerabilidad. Conforman para una minoría de trabajadores, una opción de lucha desde la cual interpelar el conflicto capital-trabajo, siguiendo la concepción de la Economía Social y Solidaria (ESS) y los principios del movimiento cooperativo; mientras que, para otros, no es en principio producto de un acto volitivo y opcional, sino un último recurso, teniendo como único significante la posibilidad de acceder a un puesto de trabajo. 


Las iniciativas asociativas vinculadas al trabajo adquieren diferentes modalidades contractuales, más o menos formalizadas, que incluyen a las fábricas recuperadas, las cooperativas de producción, los emprendimientos de trabajo asociativos y las Cooperativas Sociales, entre otros. Más allá de las similitudes, diferencias y especificidades, todas han demostrado grandes dificultades, no sólo para poder constituirse como tales sino, también, para lograr sostenerse y sustentarse. El colectivo oficia de sostén frente a la fragilidad que conlleva la vulnerabilidad económica y psico-social, pero a la vez, se vuelven sumamente complejas la administración conjunta de los recursos económicos, la organización del trabajo, los vínculos, la autogestión, los tiempos, las ansiedades, las expectativas, así como también las relaciones con el Estado, con el entorno comunitario, con las organizaciones sociales, las instituciones públicas y con las agencias creadas a estos efectos (Weisz, 2012).

A nivel internacional, la Recomendación 193 de 2003 de la OIT, propone la promoción de cooperativas, en el entendido que desempeñan un papel importante en la lucha contra la pobreza, en la generación de puestos de trabajo, facilitan el acceso a servicios sociales y comunitarios, fomentan la ayuda mutua y pueden servir de puente para lograr la inclusión de personas que trabajan en el sector informal de la economía. Las recomendaciones refieren a la promoción del cooperativismo por parte de los Estados a través del lineamiento de un marco jurídico y políticas fiscales específicas apropiadas, así como la prioridad en las compras públicas.

La historia del cooperativismo en Uruguay se remonta a finales del siglo XIX. La  trayectoria que el mismo tiene en nuestro país, su surgimiento y crecimiento han estado ligados a la acción del Estado, que, por medio de leyes, normas, o diversas disposiciones, ha relegado el desarrollo del sector o ha manifestado su apoyo. El Movimiento Cooperativo reconoce en sus orígenes, evolución y desarrollo, una fuerte carga ideológica en estrecha vinculación con los movimientos sociales. Pero es particularmente en el último período cuando se ha abierto una ventana de oportunidad (Tarrow, 1997) para la autogestión. A partir del acceso del Frente Amplio al gobierno nacional, se dispone de una serie de medidas que legislan en este sentido: la ley 17.978 promulgada el 26/6/2006 decreta la creación de la figura de las Cooperativas Sociales; el  24/8/2008 por la Ley 18.407 se crea el Instituto Nacional del Cooperativismo (INACOOP); y por la Ley 18.716, el 27/9/2011 se decreta la creación del Fondo para el Desarrollo (FONDES), cuyo sentido está siendo objeto de disputa, modificándose en detrimento de los procesos autogestionarios vinculados a la “otra economía” (Coraggio, 2004).
Antecedentes de las Cooperativas Sociales

Si bien el movimiento cooperativo, está precedido de una larga data internacional, regional y nacional, la generación de un dispositivo que, desde el Estado y las políticas públicas promueva la generación de emprendimientos asociativos vinculados al trabajo destinadas a la población en situación de pobreza, tomando como fundamento los principios de la Economía Social y del cooperativismo, constituye una experiencia novedosa en tanto las experiencias internacionales vinculadas a Cooperativas Sociales, principalmente en Italia, refieren asociaciones que promueven la ayuda mutua y la cooperación comunitaria.


La ley 17.978, dispone en el “Artículo1º (Definición y objeto) [que] Las cooperativas sociales son aquellas cooperativas de trabajo que tienen por objeto proporcionar a sus miembros un puesto de trabajo para el desarrollo de distintas actividades económicas, agropecuarias, industriales, comerciales o de servicios, con el fin de lograr la inserción social y laboral de los jefes y jefas de hogares pertenecientes a sectores con necesidades básicas insatisfechas, jóvenes, discapacitados, minorías étnicas y todo grupo en situación de extrema vulnerabilidad social”. Dicha ley se reglamenta en 2008. Dos años mas tarde, el MIDES, crea el Programa Cooperativas Sociales, que las define como “una empresa de propiedad colectiva, cuyo fin es convertirse en una herramienta que posibilite la inserción laboral de personas en situación de pobreza y vulnerabilidad, con necesidades básicas insatisfechas, a través de puestos genuinos de trabajo”. Dicho Programa pasa a integrar en 2012, la Unidad de Cooperativas Sociales, inscripta en la Dirección Nacional de Economía Social, siempre dentro del MIDES.  


Los primeros datos que sistematizan y analizan lo acontecido se encuentran en el primer encuentro de Cooperativas Sociales realizado en 2009, en el segundo y último encuentro realizado en 2010;  y en los Informe MIDES “Seguimiento y evaluación de actividades y programas” 2009-2010 y 2011-2012, así como también en el primer y único Informe de Evaluación de las Cooperativas Sociales y del Departamento de Cooperativismo”, de setiembre de 2013, elaborados por la Dirección de Evaluación y Monitoreo del MIDES.


De la información existente hasta el momento se desprende que en el período 2007-2014, de 350 Cooperativas Sociales creadas, 117 son  las que efectivamente  encuentran en actividad, involucrando a  aproximadamente 1700 trabajadore/as. El Registro Nacional de Cooperativas Sociales, indica que el 40% de ellas nunca fueron contratadas ni por instituciones públicas, ni por empresas privadas, mientras que un 60% han logrado concretar acuerdos de trabajo. Dentro de éstas el 88% se vincula con contratos desde la institucionalidad pública, a partir de acuerdos promovidos desde el propio MIDES, y solo un 12% han conveniado con empresas privadas. Los rubros de actividad que aparecen con mayor frecuencia son mantenimiento integral (75%), construcción (5%), servicios comunitarios y personales (4%), áreas verdes (3%), elaboración de alimentos (1%), clasificadores de residuos (1%), artesanía (0.5%), confección (0.5%), y otros (10%). De lo que se desprende que predominan ampliamente aquellas que ofrecen servicios que requieren escasa calificación y producen escaso valor agregado,  respecto de aquellas que se ubican en sector secundario de la economía.  


Por su parte, en relación con la localización geográfica se distribuyen a lo largo período del siguiente modo: en primer lugar 33% se ubican en Montevideo; luego, en Canelones, Maldonado y Paysandú, se encuentran en el entorno del 12% en cada uno de ellos, siendo que  la presencia en el resto de los Departamentos es menor al 4%.


A su vez la composición en términos de género es de 64% mujeres, frente a un 36% de hombres. Dicha relación se corresponde con la relación de género que existe entre los beneficiarios y participantes de las políticas sociales, donde son principalmente las mujeres, y particularmente las mujeres jefas de hogar, que componen hogares monoparentales, quienes se interesan, consultan, se aproximan, llevando adelante las gestiones para vincularse con los planes y programas que se despliegan para esta población. Es preciso, por tanto, considerar también la perspectiva de género, a la hora comprender el mencionado Programa.
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Siendo que la distribución de edades se configura del siguiente modo:


         
Fuente: Segundo Encuentro Nacional de Cooperativas Sociales. 2010

Cabe destacar que la franja etárea que predomina marca una diferencia con las características que asume mayor frecuencia dentro de las modalidades asociativas vinculadas al trabajo. En las fábricas recuperadas el promedio de edad se ubica en la última etapa del ciclo vital/laboral. 


En cuanto a la evaluaciones relativas a la implementación del Programa, en los encuentros nacionales de 2009 y 2010, se destacó por parte del MIDES las dificultades vinculadas a acceso a créditos, la dependencia de los contratos con el Estado, la escasa capacitación de los trabajadores, fundamentalmente en áreas vinculadas a la administración, la planificación y la resolución de conflictos. Desde la Cooperativas se resaltaron los problemas vinculados con la burocracia y el relacionamiento con el Estado, las dificultades en asumir el rol de socio, la inexistencia de demanda de sus servicios, la falta de asesoramiento y de apoyo en áreas entendidas claves, tales como administración, comercialización y gestión. 


Por su parte el Informe de Evaluación de las Cooperativas Sociales, DINEM/ MIDES - 2013, utiliza una estrategia metodológica cualitativa, con el fin de explorar las principales características, dinámica y dificultades de las Cooperativas Sociales. Los principales resultados obtenidos refieren a los motivos y al proceso de formación de las cooperativas en relación con: las trayectorias socio-laborales de los integrantes; derivaciones de otras políticas sociales; la proximidad comunitaria y familiar; la mediación institucional para la formalización jurídica; y el vínculo con el contratante de los servicios. En relación con la organización del trabajo y la autogestión se observó que la diferenciación de roles y la presencia de la figura de encargados o supervisores, constituye una característica frecuente, que se relaciona con las trayectorias laborales, siendo un nudo crítico en término de los principios del cooperativismo. El estudio resalta como la concentración de información y de poder recae en el presidente de la cooperativa, o a lo sumo en la comisión directiva, lo cual se contrapone a la actitud pasiva del resto de los cooperativistas, donde en definitiva la asamblea, en tanto instancia fundamental, pierde preponderancia. 


Cabe aclarar que si bien fue considerada desde el inicio, una herramienta transitoria que habilitara el tránsito de Cooperativa Social a Cooperativa de Producción, dicho pasaje no ha logrado aún concretarse. De la producción de conocimiento precedente se desprende que el pasaje a Cooperativa de Producción no es percibido como oportunidad, sino como una amenaza pasible de incrementar los niveles de riesgo, de vulnerabilidad, de inestabilidad y de precariedad vital. Diversos son los nudos críticos que enfrentan: en primer lugar al estar enmarcadas dentro del MIDES, se restringe la perspectiva integral que permitiría trascender la inserción laboral hacia el afianzamiento de la integración social en tanto derechos ciudadanos; por su parte, si bien tienen ventajas frente a las cooperativas de trabajo -exoneración de todo tributo nacional y acceso directo a las contrataciones del Estado-, esto mismo las distancia y separa del resto del movimiento cooperativo, en tanto sujeto colectivo con intereses comunes y compartidos. Asimismo, las restricciones estipuladas en relación con la remuneración percibible –nunca superior a la que establece el convenio colectivo aplicable a la rama de actividad en que se desarrolla la cooperativa-, y la demarcación en el uso de los excedentes – que en ningún caso pueden repartirse entre los socios-, constituyen limitantes a la autonomía y la autogestión.  
Nudos críticos, desafíos y potencialidades

En síntesis, puede afirmarse  en tanto política social de inserción sociolaboral, inscripta en el Ministerio de Desarrollo Social, forma parte del despliegue de políticas específicas que se vienen implementando para atender prioritariamente a la población que integra la nueva pobreza. Como en otros casos, la validez de las estrategias focalizadas radica en su articulación con las políticas universales, si la meta es la integración social y la reducción de la desigualdad. A diferencia de Brasil donde la Economía Social forma parte del Ministerio de Trabajo, la inscripción dentro del MIDES, refuerza el carácter residual y asistencial, y la segmentación institucional, restringe las posibilidades producir alianzas con otros actores del mundo del trabajo. 


En este sentido podría afirmarse que aquellas Cooperativas Sociales que se han establecido contratos con el Estado, han logrado un tipo inserción laboral, que a su vez, adolecen de precariedad en función del régimen de contratación, de las condiciones de trabajo y de la remuneración obtenible. Y donde el componente autogestión, los valores vinculados a la ESyS, los aspectos contrahegemónicos, de autonomía y de construcción de ciudadanía, se confrontan con las propias reglas de juego del sistema, es decir, con el particular vínculo de dependencia con el Estado,  que es quien las promueve a la vez que las reglamenta, las contrata y ejerce la auditoria. 

Asimismo sus propias biografías y el régimen establecido pueden estar reforzando el asistencialismo y paternalismo estatal así como también reforzando subjetividades heterónomas. La lógica cultural del capitalismo tardío se actualiza en los trabajadores que integran la nueva pobreza, a través de  la preeminencia de inmediatez y la ausencia de sentido, distanciándose de la autogestión en tanto perspectiva política, de los principios de la Economía Social y Solidaria y del movimiento cooperativo. 


En esta política social denominada Cooperativas Sociales se articulan de modo muy complejo el contexto socio-histórico-político-institucional con la dimensión psico-simbólica. Sin embargo más allá de las múltiples dificultades y contradicciones, constituye una estrategia que permite que los sujetos que forman parte la nueva pobreza, considerados “seres humanos residuales, excedentes y superfluos” (Bauman 2005, p.58), ingresen al mundo del trabajo a través de una modalidad asociativa.


Tal como se desprende de los antecedentes, las Cooperativas Sociales adolecen de numerosos nudos críticos y contradicciones, sin embargo se entiende que las Cooperativas Sociales son de de alta pertinencia social y relevancia académica, en el entendido que las estrategias asociativas y cooperativas han demostrado ser una herramienta idónea para el combate al desempleo y la pobreza, en tanto posibilitadores de inserción socio-laboral, así como también han dado cuenta de su contribución a la construcción de conciencia colectiva y solidaria.


Las Cooperativas Sociales, enfrentan por tanto, simultáneamente, un complejo proceso de aprendizaje en relación con el modelo autogestivo vinculado con las decisiones colectivas, junto al desafío de llevar  adelante un modo alternativo de organización del trabajo, estando inmersas en la forma de desarrollo que asume el modo de producción capitalista hoy, a la vez que, se encuentran inscritas en una política social determinada, que responde a un reconfigurado papel del Estado. Suceden en el interjuego entre distribución y reconocimiento, entre lo instituido y lo instituyente. Y es en este marco, que acontece el despliegue de los sentidos, los significantes y las subjetividades. 


En tanto proceso individual y colectivo inacabado, cuyos efectos son inciertos, van formando un anudamiento en red, con componentes del orden de lo histórico, lo político, lo económico, lo institucional, lo simbólico, lo psíquico y lo deseante, entre otros. Pero la ausencia de determinismo no significa aleatoriedad: el haberse originado desde una política pública y contar con lineamientos jurídicos que restringen los objetivos, los alcances y los límites, se problematizan y debilitan las posibilidades de autonomía y autogestión. Asimismo operan, las condiciones materiales de existencia, y diversos componentes adversos que devienen del legado socio-histórico y de sus propias biografías. El declive de la crítica, la tendencia a la adaptación pasiva y el conformismo (Boltansky y Chiapello, 2002), constituyen inhabilitantes para los proyectos colectivos asociativos, particularmente para aquellos sujetos que se le imputa el estigma de una  identidad deteriorada que humilla y deshumaniza, y en quienes su “bios” - vida socialmente reconocida-, es reducida a “zoe”, vida animal (Agamben, 2004). En el marco del nihilismo y del vacío de sentido, se desvanece el sentimiento de ser sujeto, mientras que la construcción de un nosotros cooperativo implica compromiso, pero ya no “el de dar su vida por una causa sino verla llena de la causa” (Dubet, 1989, p. 12). 


Pero a la vez las vivencias y peripecias por las que transitan van construyendo nuevos lazos, generando aprendizajes. La construcción social de la realidad indica que los sentidos se van generando en los acontecimientos, produciendo experiencias significativas. Dichas experiencias posibilitan, forman y transforman las representaciones sociales. El horizonte de posibilidades y los habitus devenidos de su cultura o grupo de pertenencia, ofrecen recursos para la interpretación, pero no mandatos o directivas absolutas. Llevar adelante una experiencia autogestionaria requiere una construcción identitaria, menos vinculada a una esencia preestablecida, y más próxima a la idea de recurso y creación. Pero para poder ir más allá y producir acción histórica (Touraine, 1988), para pensar la experiencia como biopolítica y habilitar la posibilidad de nacer y renacer, ir más allá de la labor, entender el trabajo como creación y ubicar a la acción en la esfera pública y política (Arendt, 2005), se requiere pensar la identidad como compromiso, en sentido existencialista (Sartre, 1986). 


Transitar por una experiencia autogestionaria tiene la potencia, de fortalecer procesos de  empoderamiento, transformar las representaciones sociales, reforzar la autoestima e incrementar la autonomía del sujeto. Empoderamiento, -del inglés empowerment-, significa potenciación, fortalecimiento, poder, entendido como microfísica del poder (Foucault, 1978), desde la perspectiva genealógica, colocando la mirada en el interjuego, en los  intersticios y en las grietas; poder como presencia que faculta y produce acontecimientos que transforman y resisten lo existente. 


La propiedad colectiva y la toma de decisiones conjunta, conlleva necesariamente a la participación. Más allá de los diversos grados de involucramiento y de empoderamiento de cada integrante o cooperativista, participar - del latín participatĭo, ser o tomar parte de algo- supone el desarrollo de capacidades y de habilidades, ejercitar el diálogo y la democracia. Participar  requiere acceso a la información, la existencia de un ámbito donde opinar y ser escuchado así como también incidir en la toma de decisiones (Weisz, 2010). Ser parte de proyectos autogestionados tiene la potencialidad de incentivar la autonomía, en tanto capacidad humana progresiva de reflexividad. Autonomía entendida no solamente desde lo singular, sino siguiendo a Castoriadis (1980)- como acto político y acción colectiva.

Indagar acerca del campo del imaginario social, las representaciones sociales y las construcciones identitarias, producidas intersubjetivamente en la discontinuidad que esta experiencia implica en sus trayectorias sociolaborales, conduce a interpelar los umbrales de saber-poder, por las que han transitado. Tiene como objetivo analizar las posibilidades de agenciamiento, de habitar la narrativa del proceso singular y colectivo, complejo y múltiple donde subjetividad y política se entrecrucen hacia la integración social, donde la construcción de ciudadanía, se fundamente en base a los Derechos Humanos, y donde se habiliten procesos que promuevan la autonomía como práctica y la autogestión como proyecto.
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